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RECOMENDACIONES EN MATERIA DE CALIDAD EN LA EJECUCIÓN DE LOS CONTRATOS DE OBRAS Y DE LOS DE CONSULTORIA Y ASISTENCIA TÉCNICA ASOCIADOS

1. Introducción.

Por el Pleno de la Junta Regional de Contratación Administrativa, en su sesión de 27 de marzo de 2003, se adoptó el acuerdo de constituir una Ponencia en su seno con el objeto de elaborar y presentar una propuesta de recomendación dirigida a todos los órganos de contratación, con el objeto de establecer criterios tendentes a garantizar la calidad en la ejecución de contratos de obras.

En este sentido, la práctica y la experiencia ha venido enseñando que la ejecución de obras por la Administración de cuantía superior a 600.000 euros y de aquellas de especial complejidad, se requiere la inclusión de un Plan de Control de  Ejecución que comprende básicamente el control de recepción de materiales y el control de ejecución de obra y que, igualmente, hace aconsejable extenderse a los contratos dirigidos a la contratación de la redacción de proyectos. 

En ciertas ocasiones, la contratación de la ejecución del Plan de Control se realiza por parte de la empresa adjudicataria, recibiéndose en teoría los informes de control de forma simultánea por parte de la Dirección Facultativa y de la Contrata. El presupuesto para la ejecución de los trabajos está implícito en los gastos generales de la obra, estableciéndose como límite el 3 % del presupuesto de ejecución material. En los concursos, la cuantía destinada a este apartado suele considerarse como un aspecto a valorar.

Por otra parte, y en forma de tasa, se detrae el 4 % del P.E.M. del total del presupuesto de adjudicación por causa de las tareas de inspección y dirección de obras, aparte de otras tasa por replanteos, liquidaciones etc. Este importe de la tasa refleja teóricamente el costo de dichos trabajos, aunque es obvio que en la inmensa mayoría de las obras no se corresponde con el valor de la prestación real (los facultativos de la administración desempeñan simultáneamente diversas tareas o dirigen un número de obras elevado).

Asimismo, en la actualidad las tareas de análisis previo y comprobación de los aspectos tanto materiales como formales de los proyectos, encomendadas a las oficinas de supervisión (básicamente la de la D. G. de Patrimonio, Consejería de Obras Públicas, Vivienda y Transportes, Consejería de Educación y oficina técnica del S.M.S.) no pueden realizarse en condiciones adecuadas por insuficiencia de personal. La realidad de la situación es que en algunos casos solo pueden comprobarse los aspectos documentales y formales, sin realizarse comprobaciones de cálculo o de mediciones.


Por ello, y con el objeto de establecer un punto de referencia para reconducir esta situación en el sentido de garantizar un mayor control en los contratos de obras (tanto en lo referente a la redacción de proyectos como en la ejecución de las obras en sí mismo), se eleva la siguiente Recomendación como mecanismo óptimo para garantizar una adecuación real y efectiva del contrato de obra en todos sus aspectos, a lo inicialmente aprobado y proyectado

2. Hacia la Gestión Integral de Proyectos

Ante la situación expuesta cabe preguntarse si la gestión de los proyectos en la Administración Regional está incorporando las tendencias y nuevas prácticas que se están manifestando en el ámbito de la calidad, que inciden tanto en los propios procesos de dirección de proyectos como en los resultados o productos de los proyectos.


A juicio de esta Junta Regional de Contratación, es necesario que la realización de los proyectos públicos se realice conforme, entre otros, al principio de eficacia y eficiencia, y por ello se hace preciso que los Centros Gestores de los proyectos empleen metodologías que impliquen mejoras en la consecución de los objetivos que tienen encomendados.


Hoy en día, pocos pueden cuestionar la complejidad que acompaña al desarrollo de los proyectos, en los cuales inciden aspectos de diversa índole (técnicos, laborales, de seguridad y salud en el trabajo, medioambientales, económicos, temporales, contractuales, sociales, de comunicación, etc,). Los proyectos han de concebirse con una perspectiva completa que abarca desde los primeros estudios o gestiones preparatorias hasta la entrada en servicio de la obra, e incluso con posterioridad a ella. Consecuentemente, ya es habitual que para llevar a cabo cualquier proyecto de cierta envergadura se requiera el concurso de equipos multidisciplinares para abordar sus diferentes ámbitos.


Estas características de los proyectos hacen aconsejable un enfoque diferente al modelo convencional de plantear el proyecto técnico y la construcción de la obra, ya que se requiere una gestión integral del proceso del proyecto para optimizar la inversión objeto del mismo. De este modo, pueden fijarse explícitamente unos objetivos concretos del proyecto de inversión en sus aspectos clave, como son la calidad en sentido amplio, el costo y el plazo de ejecución, y asignar la responsabilidad global de su cumplimiento a un Director de Proyecto, cuya labor difiere de la estricta definición técnica o de la dirección de la construcción de la obra, al tener asignada la misión de reunir los esfuerzos de todos los agentes intervinientes en el proceso proyectual para dirigirlos hacia la consecución de los objetivos marcados al proyecto. Con ello, se apunta a la metodología de Gestión Integral de Proyectos como meta a conseguir en la Administración Regional para el modelo de gestión de sus proyectos.


Obviamente, la implantación de una nueva sistemática para acometer proyectos no es inmediata y tiene dificultades por dos razones principales: la resistencia a los cambios e innovaciones, y por la carencia de la cultura organizativa apropiada. No obstante, se considera que la evolución hacia formas de gestión más eficientes es una necesidad ineludible.

3. Medidas para impulsar avances en la gestión de los proyectos en la Administración Regional

Un primer paso para la mejora de la gestión de los proyectos en la Administración Regional consiste en corregir los puntos débiles de la situación actual, lo cual requiere actuar tanto en la fase de proyecto técnico como en la de ejecución de la obra. Las actividades que precisan reforzarse son las siguientes:

· Fase de proyecto técnico.

Seguimiento, comprobación y elaboración de informes previos a la recepción y supervisión de proyectos técnicos. Adecuación del proyecto a lo establecido en la legislación de Prevención de Riesgos laborales (Ley 31/1995 y disposiciones que la desarrollan) y especialmente a lo dispuesto en el Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción.

· Fase de construcción. Sin carácter exhaustivo, las tareas de la empresa encargada del Control Integral, abarcarían:

Control de calidad y vigilancia de la ejecución de obras e instalaciones (control de materiales y maquinarias y equipos de trabajo; control de ejecución; actualización plan de control de calidad; pruebas de funcionamiento y puesta en marcha)

Seguimiento del Plan de Aseguramiento de la Calidad y del Programa de Trabajos.

Informes (de inspección; de ejecución; de pruebas; resumen seguimiento mensual; de aviso por anomalías o desviaciones; del estudio y plan o planes de Seguridad y Salud en la obra, de la implantación de medidas correctoras de impacto ambiental; control cuantitativo de la obra; redacción de modificados y complementarios; emisión del informe final de obra)

Asistencia a la Dirección de obra.

Elaboración documentación final de obra, que incluya toda la información sobre el estado final de las obras ejecutadas, licencias, permisos, etc

Apoyo técnico durante la ejecución de la obra y periodo de garantía.

Puestas de manifiesto las limitaciones de medios con la que se encuentran los Centros Gestores, las Oficinas de Supervisión de Proyectos y las Direcciones Facultativas de las obras para desempeñar plenamente sus cometidos, sería preciso recurrir a recursos externos que prestasen la asistencia técnica necesaria. Esta asistencia externa debe de servir no sólo a las unidades anteriormente indicadas sino como medida global de control de calidad, tanto en lo proyectual como en lo económico-administrativo para el propio órgano contratante.

Este planteamiento ya está siendo utilizado desde hace años por organismos inversores de otras Administraciones Públicas, quienes mediante contratos de servicios de consultoría y asistencia técnica están encomendando a empresas independientes de los contratistas para la redacción de los proyectos el seguimiento y comprobación de dicha redacción, y de los contratistas para la ejecución de las obras el estudio y seguimiento del Plan de Aseguramiento de la Calidad, el Control de Calidad en Obra y la asistencia técnica general a la Dirección de la Obra, incluido el apartado referido a la prevención de riesgos laborales.

4. Utilidad de las actividades de seguimiento y control de los proyectos

La aplicación de las medidas apuntadas anteriormente implica una mayor garantía de calidad para los proyectos técnicos y las obras de la Administración Regional, facilitando el cumplimiento de las obligaciones que le corresponden a las Centros Gestores, a las Oficinas de Supervisión de Proyectos y a las Direcciones Facultativas de las obras.

Por otra parte, va a permitir que los órganos de contratación puedan tener un mejor conocimiento de la situación en que se encuentran los proyectos en sus distintas fases. Además, debe suponer una reducción de errores, cambios, sobrecostes, una mejora de la seguridad y salud en la obra y retrasos en el proceso constructivo, lo que se traducirá en un incremento de la eficacia de la actividad inversora en la Administración Regional.

5. Contratación y financiación

En los casos que las actividades de seguimiento y control de los proyectos a que se hace referencia en apartado 4 no sean asumidas con los propios medios de la Administración Regional, tales trabajos habrán de ser objeto de contratación separada de los relativos a la redacción de proyectos, incluyendo los estudios de seguridad y salud laboral de la obra, dirección de obra y de ejecución de obra, y los coordinadores de seguridad y salud laboral, a fin de garantizar la necesaria independencia entre los agentes intervinientes en los procesos proyectuales y constructivos. 

Como resulta evidente, los gastos derivados de dicha contratación afectan directamente a la Administración, sin que puedan quedar contenidos dentro del presupuesto de ejecución material de la obra como gastos generales. La previsión del 1% del presupuesto de la obra destinado a ensayos y análisis de los materiales, que establece la cláusula 38 del Pliego de Cláusulas Administrativas Generales para la Contratación de las obras del Estado, tiene una finalidad diferente al propósito que se pretende con las aludidas actividades de seguimiento y control de los proyectos.

En cuanto a la financiación de estos gastos adicionales, en la parte relativa al control y vigilancia de las obras, debe entenderse que habrían de estar cubiertos por la Tasa General por Prestación de Servicios y Actividades Facultativas (4% del Presupuesto de Ejecución Material del proyecto de la obra). Sin embargo, en las actividades que se pretende reforzar, se están incluyendo tareas que exceden de las prestaciones habituales de los servicios y actividades facultativas. Si a esto se añade el incremento de gasto que conllevan las tareas apuntadas para la fase de proyecto técnico, los Centros Gestores podrían poner inconvenientes al tener que asumir un incremento de costes respecto al esquema de trabajo actual. Además, en lo referente a la prevención de riesgos laborales la elaboración del estudio de seguridad y salud laboral de la obra y de la designación de los coordinadores de Seguridad y Salud Laboral, y los costes derivados de ello competen a la Administración regional en su calidad de promotor, sin que pueda repercutirse al contratista, adjudicatario de la obra, dado que dichos costes forman parte del presupuesto de la obra. 

Por este motivo, y en aras a facilitar la implantación de este nuevo planteamiento, habría que proporcionar crédito a las Centros Gestores para hacer frente a estos gastos, a partir de una parte de los ingresos generados por la Tasa General por Prestación de Servicios y Actividades Facultativas.

En base a ello, y conforme a lo previsto en el art. 2 del Decreto 14/96, de 24 de abril, por el que se crea la Junta Regional de Contratación Administrativa, por el Pleno se eleva a los distintos Organos de Contratación la siguiente

RECOMENDACIÓN

Que con carácter general, y para los proyectos de obras cuyo presupuesto de ejecución sea superior a 600.000 euros y contratos de inferior cuantía de especial complejidad, se propone la contratación por la Administración Regional con empresas externas el seguimiento, comprobación y elaboración de informes previos a la recepción y supervisión de proyectos técnicos, y el control y vigilancia de las obras con el alcance anteriormente esbozado, cuyo contenido detallado habrá de ser precisado por los Centros Gestores en los correspondientes Pliegos de Prescripciones Técnicas.

Que los Centros Gestores que pretendan ejecutar obras a que se refiere esta recomendación, incluyan en sus presupuestos anuales dotaciones de crédito destinadas a la financiación de las mismas.

Con carácter específico en materia de Prevención de Riesgos laborales y de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 31/1995 de 8 de noviembre y el Real Decreto 1627/1997 de 24 de octubre los órganos de contratación deberán de adoptar las medidas necesarias para que se cumplan las obligaciones que en dicha materia afectan a todos los agentes intervinientes en el proceso constructivo, tanto en la fase de redacción de proyectos como en la ejecución de obras. 

